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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional inte¡puesto por don Francisco Chirinos Soto
abogado dc don Máximo Brnesto Velit Ormcño y Cladys Cuadra Bravo c{e Vclit contra
la resolución dc fojas 116, de fccha 3 de julio de 2017, expedida por ia Sexta Sala
Especializada en lo Pcnal para Proccsos con Reos Libres de la Corte Superior de
Juslicia de l-ima, que rechazó liminarmente la demanda dc áaáeas corpr.rs de autos.

FUNDAMENTOS

l. En la sentencia emitida en el Expcdiente 00987-20I4-PA/TC, publicada en el dia¡io

Lima. 15 de octrLbre de 2018

El Perttuno cl 29 de agosto de 2014, cste Tribunal estableció. en cl

stos, que iguaimente están contenidos c¡ el articulo 11 del Rcglamento

nto 49, con ca¡áctc¡ de precedente, que se expedi¡á sentencia interlocuto¡ia
gatoria, dictada sin más trámite, cua¡do sc p¡esente alguno de los siguientes

ormativo del Tribunal Constitucional

a) Carezca de fundamentació[ ]a supucsta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho co¡tenida cn el ¡ecurso no sea de especial

trascendencia constitücional
c) La cuestión de l)erecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el preseÍte caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referjdo a una
cuestión de De¡echo de espccial lrascendcncia constitucional. Al rcspecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constilucioDalne[te protegido de un dc¡echo l'undamental; cuando versa sobre un
asunto malerialmcnte excluido del proceso dc tuteia de que se trata; o, ñnalmente,
cuando lo pretendido ¡o alude a un asunto que requiere una tulela de especial
urgencia.
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3. Expresado de otro modo, y teniendo cn cuenta lo precisado en el l'undamenlo 50 de
la sente¡cia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no re\ iste
especial trasccndencia constitLlcional en los siguientes casos: (1) si una fulura
lesolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancia
constjtucional, pues ¡o existe lesión que oomprometa el derecho l¡ndamental
involucrado o se trata de un asunto que 11o coúesponde resolver en la vía
collstitucional; o (2) si no existe neccsidad de tutelar de manera urgente cl dcrccho

onal invocado y no median razones subjctivas u ob.jetivas que habiliten a
colegiado para emitir un pronuncianiello de lbndo

el caso de autos, el recurso intelpuesto no está rel¿rido a una cuestión de

/U

De¡echo dc cspccial trascendenoia constitucional. toda vez que no se encuentra
vinculado al contenido constjtucionalmente protegjdo del de¡echo a la libcrtad
personal. Ii|r elccto, se solicita se declarcn nulas la Disposición 207-2016-MP-1F'
SPC, de l¡cha 19 de octubre de 2016. y la Disposición 5 de Formalización y
Contiiuación de la Investigación Prepanloria de l¿cha l1 de noviembre de 2016
(Car pcta ¡ isca1 1 10601450I -2013- 19,17-0). Alega que coDtra los favorecidos se ha
formalizado investigación preparatoria por el presunto delito contra la fe pública
lalsificación de documentos sin quc el fiscal superior lo haya ordenado de manera
expresa mediante la Disposición 207-2016 y trasgrediendo cl principio de
imputaciórl necesaria. Al respecto, debe señalarse que las cucstionadas
djsposicio[es ñscales, asÍ como el inicio de una investigación prepa¡atoria no
inciden dc mallera negativa, ooncrcta y directa en la libeúad peNonal de los
henellciarios

5- En oonsecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 4 supra, se verilica quc
el presente ¡ecurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del lundamento 49 de la sentencia emitida er el Expediente 00987-2014-
PA/'I'C y c¡1 el ilciso b) del añiculo 11 del Reglamcnto Normativo del 'lribrLnal

Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite. improcedcntc
cl lecur.o tl< rgrar io constrtucional.

Por estos lundamentos, el T b$nal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Politica del Pem, y la participación del magistrado Espinola-
Saldaña Banera, convocado para dirimi¡ la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.
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RESUELVE

Decla¡ar IMPROCEDIINTU eI recurso de agravio constitucional porque la cuestión dc
Derccho contenida en el rccurso carece de cspccial trascendencia constitr¡cional.

Publíquese y Dotifiquese

SS,

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la polestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

dc mi colega magistrado, emito el presente voto singr ar, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido e¡ la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENECATORIA, por los fundamentos que a

contil1uación expongo:

EXP. N.. 004960-2017-PHC/rC
LIMA
ERNESTO VELIT ORMEÑO Y OTRA,
reDresenlados por FR-ANCISCO CIIIRINOS
soro

EL TRIBT]NAL CoNSTITUCIONAL CoMo CORTE D¡] REVISIóN O FALLO Y NO DE

CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el 'l'¡ibunal de Garantías Constitucionales co¡no
instancia de casación y la Constitución de 1993 co[vi¡tió al T¡ibunal Constituciona]
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano lrd y'¡o¿, independiente del Poder
Jr¡dicial, con ia tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos l'undamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el 'lribunal de Garantías
Constitucio¡ales (-m un órgano de control de Ia Constitución, que teníaju sdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en ríd de caitaciófi, de 7os hdbeas corput
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una ins¡ancia habilitada para fallar en fo¡ma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no sc pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos ¡econocidos en la Constilución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Ga¡antías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontr¿tr una resolució[ denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deñciencia. devolve¡á los actuados a la Corte Suprema de Justicia de Ia
Itepública (reenvío) para que emita nuevo fallo siguie¡do sus lineamientos,
proccdimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenzvas y vulneración de derechos fue seriamenre
modificado en ia ConstitücióD de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeds corpus, afiparc, habeas data
y acción de cunplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de Ia conslilucio¡1alidad, aun cuando la Comtitución lo
caliica erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

/q
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materia de procesos constitucionales de la libeúad, la Constitución establece que el

Tribunal Constitucional es instancia de revisión o f¿llo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "cohocer, en úlfima y
defrnití.ra inslaúcia, las resoluciones de egdtol¡cts dictadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplüniekfo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los de¡echos fu¡ldamentales,
cxige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quie¡ se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn strpremo de la
sociedad y del Estado (aficulo 1), y "la obsefldncia del debído proceso y lutela
jutisdíccíonal. Ninguna petsona puede ser desviada de la jurisdicción
predeterminada por ld ley, ni sometida .t procedim¡e lo .lislinlo de los previamente
establecidos, ni juzgada por órganos jul¡sdiccionales de excepción ni por
comisíones especidles creadds al efecto cualquíera sea su denominacíón",
consagrada en elartícuio 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiordri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuaodo el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta amenaza o lcsión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía conespondiente para que el T bunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apeñura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
rnálisis de Io que se prelende. dc lo que se inr oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
inenur,ciable a la defensa; además, un Tribunal Constifucional constituye el más
cf'cctivo medio de defensa de los derechos fundamentales ftente a los pode¡es
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EXP. N." 00:1960-2017-PHCITC
LIMA
ERNESTO VELIT ORMIÑO Y OTRA,
represenlados por FRANCISCo CHIRINOS
SOTO

8. La administración de juslicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
CoNtitucional, desdc su creación, es respetuosa, como cofiesponde, del derecho de

twl

EL Df,RECuo A sER oiDo coNlo IUANIFESTACIóN DE l,A DEMocRATrzacróN DE Los
PRoCOSoS CoNSTITT]CIoNALES DE LA LIBERTAD
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defensa inherente a toda pelsona, cuya manifestación p maria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determincn sus derechos. inlereses ¡ obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento ¡especto a la emisión de una resolució¡ constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con Ia defensa, la cual, sólo es

efcctiva cuaDdo el justiciablc y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pefiinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, coÚesponde señalar que, en tanto que la
potestad de administar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado osteüta sobre las personas, su ejercicio resulta constittlcional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos i¡herentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

I 1. Cabe añadir que la participación direcla de las partes, en defensa de sus inte¡eses!
que se conccde en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

dcmocratiza el proceso. De 1() cont¡a o, se decidiría sobre la esl'era de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, 1o que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el T bünal Constitucional tiene el deber

ileludible de optimizar, e¡ cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que justiflcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones! pol
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelvc.

12. En ese sentido, la Cofe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido qr-re el
de¡echo de defersd "obl¡ga al Estado a tratar al ind¡víduo en fodo mome lo cot|to

un rerdadero suje¡o del proceso, en el más amplio sen¡ido de este cú cepto, y lto
símplemenfe co o objeto del m¡smo"'. y gue "pora quc existt debiLlo proceso legal
es preciso que un justiciable pue¡la hacer raler sus derechos y deferuler sus

intereses efi forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal cofi oltos
justicíables'2.

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

'Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de jmio de 2002, pánafo 146.

EXP. N.. 004960-2017-PI tC/TC
LIMA
ERNESTO VELIT ORMEÑO Y OTRA.
representados por FRANCISCO CHIRINOS
soro
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NA1 uRALtrza PROCESAL DEL RtrcuRSo Df, AcRAVro CoNSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la ConstitL¡ció¡ no puede ser

desvirtuado por el 'lribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitució¡1.

14. Cua[do se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denomi¡ada
"sentencia intcrlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "¡ecalifica¡" el recurso de agravio constitucioÍal.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supcrior del Pode¡ Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fo¡do. Po¡ ende, no le ha sido dada Ia competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para slr
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,

idcntificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convieñe el empleo de la precitada sentencia en a.bitra o, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, al¡ctando notablemente a los justiciables, quiencs
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, a¿tafis mutandi§, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el T bunal Constitucional en otros
lallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye uDa reallrmación de la [atura]eza
procesal de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, vía previa.
vías paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitucional liquido y
cierto. etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los p¡ocesos constitucio[ales de la libefad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
molivo para qr.re se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

EXP N.. 004960-2017-PHC/TC
I,IMA
I]RNES'I'O VELIT ORMDÑO Y OTRA.
representados por FRANCISCO CHIRINOS
SOTO
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20. Como afirmó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defcnsa total de Ia Constitución, pues si toda gar¿tütía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho

está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulla oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".

EXP. N.. 004960-20 I 7-PIJC/TC
LfMA
URNESTo vEllr oRMEño Y orRA,
represenlados por FRANCISCO CHIRINOS
soro

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protegff y reparar los derechos fL¡¡dame¡tales de los

agraviados, voto a favor de <.1ue en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el Tribunal CoÍstitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea Ia adecuada para poder escr.¡char a las personas alectadas en sus

de¡echos esenciales cuando no encuentlan justicia er¡ el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable

solo Ie queda el camino de la ju sdicción internacional de protección de derechos

humanos.
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